Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número está abierta la sesión. 
(Son las 12:06). 


—En cumplimiento del artículo 136 del Reglamento de la Cámara de Senadores, damos inicio 
a la segunda y definitiva sesión de la Comisión Preinvestigadora para Analizar Presuntos 
Financiamientos llegales a Sectores Políticos, a fin de adoptar resolución. 


Vamos a trabajar unos instantes sin versión taquigráfica. Luego la retomaremos. 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la propuesta presentada por los integrantes de 
la mayoría de la oposición —que radica en el mensaje que elevaron y los elementos que trajo en la 
tarde de ayer el miembro denunciante, señor senador Heber-, a los efectos de saber cuáles son los 
informes en mayoría y en minoría. 


(Se vota). 
-1 en 3. Negativa. 


SEÑOR MIERES.- Señor presidente: estoy a favor de crear la comisión investigadora, por los 
argumentos que voy a detallar. 


Creo que en la denuncia se han probado los elementos que, de acuerdo a la ley, deben 
cumplirse cuando se promueve una comisión investigadora; me refiero a la entidad, seriedad, 
oportunidad y procedencia. 


Con respecto a la entidad, me parece que es bastante evidente dada la circunstancia de que 
existen acusaciones públicas reiteradas —en distintos libros, en artículos periodísticos y en entrevistas a 
gente que, eventualmente, incluso, es testigo de lo que declaran— acerca de la comisión de delitos que 
estarían en vinculación directa con una organización política integrada por representantes que hoy 
forman parte del Senado. 


Quiero aclarar que el objeto de esta investigación no son cosas obvias que, además, ya 
fueron juzgadas por la Justicia en actuaciones previas al año 1973. 


Está claro que el MLN actuó mediante la realización de robos y demás, por lo que ya fueron 
juzgados y posteriormente amnistiados; además, pagaron en exceso, en condiciones horribles —de 
tortura, etcétera—, que todos repudiamos. 


El tema es que las denuncias públicas que existen refieren al período posdictadura, es decir a 
la plena democracia, y se extienden —de acuerdo a los datos que aparecen en las distintas 
publicaciones y testimonios que hemos leído- desde principios de los 90 hasta, probablemente, 
mediados o fines de los 90. Por lo tanto, la entidad del problema es evidente. Estamos hablando de 
delitos que habrían sido cometidos para el financiamiento de un sector político, y lo digo en condicional 
porque no tenemos pruebas. Obviamente, cuando se crea una comisión investigadora —ante todo, 
preinvestigadora— es porque hay denuncias, pero la veracidad de esas denuncias hay que comprobarla 
en el proceso investigativo —por eso la propuesta es crear una comisión investigadora; si todo 
estuviera ya comprobado, no habría nada para investigar. 


Entonces, la entidad tiene que ver con el hecho de que se cometen delitos a los que se les 
adjudica una motivación de financiamiento para un sector político. Eso es de una gravedad obvia y 


evidente, y si estuviera comprobado, ninguno de los miembros de la comisión diría lo contrario. Por lo 
tanto, hay acusaciones de entidad y por eso la denuncia tiene entidad. 


En segundo lugar, está el tema de la seriedad. En lo personal, he descartado muchos 
testimonios que considero no merecen garantía desde el punto de vista de la seriedad. Pero, 
simultáneamente, debo decir que los autores de los tres libros que están considerados en la denuncia 
—Adolfo Garcé, Federico Leicht y María Urruzola— son gente confiable, con trayectoria y prestigio. No 
son personas advenedizas y no es la primera publicación que realizan. Adolfo Garcé es un académico 
connotado, tiene una trayectoria, ha hecho publicaciones sobre distintos temas y a este asunto se 
refirió en concreto y lo ha reafirmado en sucesivos reportajes. Federico Leicht, por su parte, es un 
periodista investigador joven, que hizo una biografía muy exhaustiva y bien fundamentada sobre la vida 
de Jorge Zabalza. Es un testimonio serio. Y ni que hablar de María Urruzola quien, además, tiene 
antecedentes de haber hecho investigaciones difíciles, por ejemplo, sobre el tema de la trata de 
blancas en Uruguay en los años '80, en momentos en los que era espinoso impulsar ese trabajo y la 
investigación en sí misma, por lo que fue muy cuestionada. Sin embargo, luego los hechos le dieron la 
razón. A todas estas fuentes deberíamos agregar el testimonio del propio Jorge Zabalza —para mi, el 
más relevante—, actor directo de los episodios, que los refiere no una vez sino muchas, y otros que 
refieren al mismo hecho y que figuran como anónimos, aunque supongo que la autora del libro, María 
Urruzola, debe saber perfectamente quiénes son. Creemos que con todos estos elementos se 
comprueba la seriedad. 


Con respecto a la oportunidad —ayer se hablaba de eso en la reunión de la comisión— creo 
que la prueba de que esto es oportuno es que se trata de una secuencia de testimonios que se van 
sucediendo y van dándole cada vez más vigor a ese relato sobre una eventual vinculación entre ciertos 
hechos delictivos y la conducción del MLN —que involucra, en particular, a uno de los actuales 
integrantes del Senado-—, entonces, la suma va generando la necesidad de la investigación. En ese 
sentido, considero que la decisión del fiscal de Corte de enviarle el libro a una fiscal —más allá de lo 
que ella haya hecho con eso, a mí me parece gravemente erróneo, pero se trata de un tema 
jurisdiccional en el que no me voy a meter—, está hablando de la oportunidad, porque por algo el fiscal 
de Corte, que seguramente también conocía testimonios anteriores, ahora entiende que debe 
indagarse al respecto. O sea que la oportunidad, desde nuestro punto de vista, está probada. 


Finalmente me voy a referir a la procedencia. Nosotros no estamos buscando sustituir al 
Poder Judicial porque las comisiones investigadoras no sustituyen a dicho Poder, y ni siquiera diríamos 
que una comisión investigadora tiene como resultado enviar los antecedentes a la Justicia. Eso puede 
ser una eventualidad pero no es la finalidad de una comisión investigadora, que lo que busca es 
establecer —frente a eventuales hechos de apariencia ilícita o irregularidades que son denunciadas- la 
determinación sobre su efectiva existencia. Después tendrá las consecuencias que corresponda. Pero 
es evidente que si uno toma en cuenta la normativa vigente sobre comisiones investigadoras, el 
Senado debería proceder a iniciar la investigación. Y en tal sentido digo que el dictamen de la fiscal 
Llorente en cuanto a que no había ningún vínculo, cuando solo leyó causas archivadas —que, 
obviamente, si hubieran determinado vínculo se hubieran implicado otras actuaciones—, es de 
Perogrullo. Si a mí se me dice que pasa tal cosa y tal otra, no puedo, en vez de llamar a los que dicen 
que pasan esas cosas, ir a mirar expedientes viejos, archivados, en los que obviamente no se probó 
nada, porque de lo contrario no se habrían archivado o se habrían archivado pero luego de haber 
tomado determinadas decisiones. Ese dictamen de la fiscal diría que lejos de determinar que no hay 
nada para investigar, deja todas las puertas abiertas en cuanto a la necesidad de sí hacerlo. 


No me voy a extender mucho más, pues simplemente quería recorrer los elementos que 
refieren en la ley a cuándo es admisible una investigación y en tal sentido fundamentar nuestra 
posición a favor de abrir la instancia de investigación en el Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo a lo que ya había adelantado el señor senador Mieres en el día de 
ayer, confeccionamos una exposición que será la que expondremos en sala. 


Quiero decir que la comisión ha resuelto por mayoría no dar lugar a lo propuesto o a la 
solicitud acordada por la oposición. Pero para referirse a esta parte de nuestro alegato final, le doy la 
palabra al senador Pintado. 


SEÑOR PINTADO..- Voy a comentar algo brevemente, porque en la próxima sesión del Senado vamos 
a ahondar en el tema y a tratar los informes de esta comisión preinvestigadora. 


Hemos votado en contra por los argumentos que ayer adelantamos, por entender que lo que 
está planteado excede las potestades que establece la ley para las comisiones investigadoras en sus 
artículos 6, 13, 22, 23 y 26. No se encuentran elementos para abrir una investigación como la que se 
solicita. 


A su vez, hay dos cosas para puntualizar. Ante todo, la Justicia ya ha investigado, y creemos 
que hay otros mecanismos para analizar eventuales inconductas de los legisladores; y en segundo 
lugar, no nos corresponde juzgar ni investigar las actuaciones de la fiscalía. Ayer se habló de la 
superficialidad de la actuación de la fiscal Llorente pero, como ya dije, todo eso excede las potestades 
de la comisión. 


Por todas estas razones vamos a votar en contra. 


Propongo como miembro informante al señor senador Martínez Huelmo, quien ampliará estos 
argumentos en el plenario. 


(Apoyados). 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 12:22). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


